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INFORME No. 51/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 904-98
PERÚ

20 de marzo de 2012 

PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Miembros de la Asociación de Ex-Empleados Del Seguro Social (ASESSP)
PETICIONARIO:
Asociación de Ex-Empleados Del Seguro Social (ASESSP)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 1, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
27 de abril de 2006
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. Alegó que las presuntas víctimas son ex trabajadoras del Instituto de Seguridad Social (IPSS), cuyo régimen pensional fue regulado bajo el Decreto Ley No. 20530, con derecho a una pensión nivelable a los sueldos de los trabajadores del IPSS en actividad. Indicó que el 23 de julio de 1992 el Poder Ejecutivo aprobó el Decreto Ley No. 25636, transfiriendo el presupuesto de las pensiones de los jubilados del sector público al Ministerio de Economía y Finanzas. 
2. La peticionaria afirmó que a comienzos de 1993 el Ministerio de Economía y Finanzas comunicó al IPSS que no contaba con recursos para cumplir lo establecido en el Decreto Ley No. 25636. Manifestó que a raíz de esa situación, el IPSS no habría nivelado las pensiones de las presuntas víctimas a la par de los reajustes salariales de los trabajadores en actividad.
3. La peticionaria describió acciones de amparo y de inconstitucionalidad dirigidas a garantizar el derecho de las presuntas víctimas a actualizar el monto de sus pensiones de conformidad con lo establecido en el Decreto Ley No. 20530. Según lo informado, los recursos judiciales fueron decididos favorablemente, sin que la Administración Pública hubiese dado cumplimiento a los mandatos judiciales. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. Argumentó que los hechos narrados en la petición inicial de 12 de noviembre de 1998 han variado de forma sustancial, por cuanto en sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de enero de 2001 los pensionistas de ESSALUD (ex IPSS) pertenecientes al Decreto Ley No. 20530 “vienen percibiendo sus pensiones de cesantía niveladas, pues se agregaron todos los conceptos que hubieran percibido de haber continuado trabajando, cantidad que luego se comparó con el ingreso de un servidor en actividad de sus mismas características laborales”. El Estado añadió que “el IPSS o ESSALUD no tiene ningún adeudo pendiente con los cesantes del Decreto Ley No. 20530 por la aplicación del Decreto Ley No. 25636, pues el proceso de racionalización que se inició en 1992 nunca conllevó a una omisión de pago a los pensionistas de algún incremento que se hubiera asignado a los servidores del régimen laboral público.”
5. Finalmente, el Estado sostuvo que la petición debe ser declarada inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención, pues los hechos planteados no caracterizan la violación a derechos previstos en el citado instrumento.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

6. El 12 de noviembre de 1998 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 904-98. El 27 de enero de 2006 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario, sin que haya recibido respuesta. El 8 de marzo de 2006, durante su 124º Periodo Ordinario de Sesiones, la CIDH sostuvo una reunión de trabajo sobre varias peticiones, en las cuales se alegaban que el Estado peruano no había nivelado las pensiones de ex trabajadores de empresas públicas o entidades públicas descentralizadas, a pesar de existir sentencias judiciales firmes a favor de aquellas. En esa oportunidad, el señor Alexander Bazán concurrió a la reunión de trabajo en representación de la Asociación de Ex-Empleados Del Seguro Social y de las presuntas víctimas de la presente petición.
7. El 27 de abril de 2006 la petición fue trasladada al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 5 de julio de 2006 Perú presentó su respuesta, la cual fue trasladada a la peticionaria el 14 de julio del mismo año. 
8. El 2 de junio de 2011 la CIDH solicitó información actualizada a la peticionaria y advirtió que de no recibir respuesta en el plazo de un mes podría considerar el archivo de la petición, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

10. En el presente caso han pasado más de 13 años desde la recepción del reclamo inicial, sin que la peticionaria haya presentado escritos posteriores. A pesar de la solicitud de la solicitud de información actualizada formulada el 2 de junio de 2011, la peticionaria no ha remitido respuesta. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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